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INTRODUCCIÓN

			José María Piris Carballo nació en San Vicente de Alcántara (Badajoz) el 29 de septiembre de 1966. Como tantas otras familias, la suya se trasladó al País Vasco en busca de nuevas oportunidades. Y las encontraron. El padre, Antonio, anteriormente peón agrícola, trabajaba en Acerías y Forjas de Azcoitia (Guipúzcoa). La madre, Carmen, era ama de casa. Les iba bien y el matrimonio tuvo un cuarto hijo, Juan Antonio, que cuarenta años después compartiría sus recuerdos sobre su hermano José María en El Diario Vasco: «pasaba mucho tiempo conmigo, era muy cariñoso y siempre tenía buenos detalles con mi madre. Como se suele decir, “era muy madrero”».

			La familia fijó su residencia en un barrio obrero de Azcoitia. José María estudiaba 7.º de EGB en el colegio San José de Floreaga, que pertenecía a los Padres Mercedarios. En 6.º curso estaba su amigo Fernando García López, originario de Zamora, que décadas después le recordaría en El Diario Vasco. «Jugábamos mucho, sobre todo a las canicas, era muy bueno. Era un niño muy alegre y una persona encantadora, extrovertida. Majísimo».

			Tanto José María como Fernando formaban parte del equipo de fútbol del colegio. El sábado 29 de marzo de 1980 por la mañana vistieron la camiseta del San José para disputar un partido contra el Izarraitz en Azpeitia (Guipúzcoa). Antes, los futbolistas se habían sacado una fotografía de grupo. En ella José María, con media melena, aparece de pie, sonriente; Fernando está de cuclillas y no se distingue su expresión. El encuentro terminó en empate. Debía de ser un rival difícil, porque los dos chicos estaban satisfechos con el resultado. El padre de Fernando los llevó a ellos y a otro amigo de vuelta a Azcoitia en su Renault 12.

			El vehículo se detuvo en la plaza de los Atanos sobre las 11:50 horas. Al bajar, los chiquillos vieron en el suelo un bulto cuadrado que tenía pegados unos imanes. Fernando contaría en la cadena SER-Euskadi que «José Mari gritó “¡un paquete!” y entonces salió corriendo. Yo, con el ímpetu, di la vuelta alrededor del coche y eso es lo que al final me libró. Él llegó directamente al paquete». Se produjo una explosión. José María murió en el acto. Su hermana reconocería el cadáver porque llevaba las zapatillas de deporte que le había prestado para jugar al fútbol. Tenía 13 años. Fernando quedó gravemente herido. Era dos años más joven que su amigo.

			En Valencia de Alcántara (Cáceres) los abuelos y tíos de José María se enteraron de su fallecimiento al escuchar la noticia por la radio. Después del funeral en Azcoitia, tuvo lugar una manifestación silenciosa en la que, según la crónica de El Correo, «participó la práctica totalidad de la población». Se trató de una de las escasísimas movilizaciones ciudadanas contra el terrorismo que tuvieron lugar en la Euskadi de 1980.

			La víctima fue enterrada en su pueblo natal, San Vicente de Alcántara. Siguiéndole, la familia abandonó Azcoitia y regresó a Extremadura. La madre declararía en una entrevista publicada por El Mundo que, respecto a sus vidas, «a él se la llevaron y a nosotros también nos la quitaron. No hemos vuelto a ser nada». A diario visita la tumba de José María. «Ir a estar con él en el cementerio es mi único consuelo». «Solo cuando voy parece que he hecho los deberes del día. En el cementerio le tengo macetas, ¿sabes? Si fuera por mí, estaría siempre a su lado».
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			José María Piris (anteúltimo de la segunda fila), Fernando García (primero en la primera fila) y el resto del equipo de fútbol del colegio San José de Floreaga, 29 de marzo de 1980.

			Fuente: Familia Piris.

			Fernando tardó 1.766 días en recuperarse, aunque todavía le quedan secuelas físicas. Contaría a El Diario Vasco que durante el resto de su infancia se había sentido «el mono de feria. El niño de la bomba. Para mí era muy duro, no quería que me viera nadie. Estaba lleno de cicatrices. El hecho de que me señalaran como el niño de la bomba me hizo ser muy retraído. Me fue mal en la escuela porque no oía, desde el día del atentado nunca he oído bien».

			Aquella fue la primera ocasión en la que Euskadi ta Askatasuna (ETA, País Vasco y Libertad) mataba a un menor de edad, pero José María no era el objetivo del atentado. Como reconocería la propia banda, había sido un «error». En realidad, la bomba que estalló aquel 29 de marzo de 1980 estaba destinada a un joven agente de la Benemérita que residía en el mismo vecindario. «Aquel pobre muchacho guardia civil, al que solo conocíamos de vista, vino a nuestra casa a pedirnos perdón...», recordaría la madre de José María.

			El comando Iharra de ETA militar (ETAm), que actuaba en la zona de Mondragón, estaba integrado por Jon Aguirre Aguiriano, José Gabriel Urizar Murgoitio (Gautxori) y Francisco Fernando Martín Robles (Paco), su jefe. A principios de marzo de 1980 se puso en contacto con él Jesús María Zabarte Arregui, a quien un colaborador había facilitado información acerca de un guardia civil domiciliado en Azcoitia. Zabarte y Martín Robles se trasladaron a aquel municipio para comprobar la veracidad de los datos. Una vez confirmados, Zabarte propuso a Martín Robles atentar contra el agente. La respuesta fue afirmativa. Cuando se lo contó a los otros miembros del comando, estos también asintieron.

			En la noche del 28 al 29 de marzo de 1980 Aguirre Aguiriano, Urizar Murgoitio y Martín Robles se trasladaron en coche a Azcoitia. Llegaron a la una de la madrugada, pero hicieron tiempo hasta las tres. El automóvil del funcionario estaba aparcado en la plaza de los Atanos. Urizar y Martín le colocaron debajo una bomba lapa, adherida mediante imanes, que había confeccionado el jefe del comando. A la mañana siguiente, cuando el guardia civil puso en marcha su vehículo, el artefacto se desprendió y cayó al suelo. Y quedó allí mismo, inadvertido, hasta que unas horas después lo vieron Fernando y José María.

			Los responsables de su muerte fueron cayendo uno tras otro. Apresado en mayo de 1981, Martín Robles fue condenado por haber cometido un total de cinco asesinatos. Con él estaba Aguirre Aguiriano, al que se encontró culpable de haber acabado con tres vidas. Cuatro años después fue capturado Urizar Murgoitio, que había matado a dos personas. Martín Robles salió de la cárcel en octubre de 1997. Aguirre Aguiriano, en mayo de 2011. Urizar, en enero de 2014.

			El historial más largo correspondía a Jesús María (o Josu) Zabarte Arregui, más conocido como El Carnicero de Mondragón, la profesión que ejercía antes de integrarse en ETA en 1967. Entre otras acciones, había participado en el secuestro del empresario navarro Felipe Huarte en enero de 1973. Arrestado en septiembre de ese mismo año, Zabarte fue sentenciado a 30 años de prisión. No cumplió ni una décima parte: debido a un indulto, fue excarcelado en abril de 1977. La Ley de Amnistía borró su pasado delictivo, pero El Carnicero de Mondragón no aprovechó aquella oportunidad. En 1978 volvió a ser detenido por el envío de cartas de extorsión a empresarios vascos. Excarcelado en marzo de 1979, Zabarte no tardó en huir a Francia. De nuevo era un liberado, es decir, estaba a sueldo de ETA.

			El fin de la carrera criminal de Zabarte no llegó hasta el 15 de junio de 1984, cuando la Guardia Civil entró en la casa de Hernani en la que se ocultaban los tres miembros del comando Donosti, que él mismo dirigía. Sus dos subordinados sostuvieron un intenso tiroteo contra los agentes, uno de los cuales resultó herido. El Carnicero de Mondragón, que había preferido esconderse, fue descubierto. A instancias de los funcionarios, conminó a los otros etarras a rendirse. Según El Mundo, la réplica fue contundente: «Y tú que eres el jefe del talde nos lo dices... Que vengan a buscarnos si tienen cojones, txakurras. Gora Euskadi ala hil! [perros. ¡Viva Euskadi o muerte!]». Aquellos dos integrantes del comando Donosti murieron en la refriega con las armas en la mano. Su superior, Zabarte, sobrevivió, algo que el grupo de rock radical Kortatu olvidó mencionar en la canción que dedicó al episodio, «15-VI-84».

			En sucesivos procesos, la Audiencia Nacional juzgó y encontró culpable a El Carnicero de Mondragón de haber estado implicado en 17 asesinatos. El de José María Piris fue el segundo. Sus acciones habían contribuido a dejar 13 viudas y 27 huérfanos. Otros dos niños nacerían sin padre. Zabarte fue condenado a pasar 618 años y 12 días en la cárcel. Recuperó la libertad en noviembre de 2013. Habían transcurrido 29 años y 5 meses desde que fue arrestado.

			El Carnicero de Mondragón era un hombre de 68 años cuando regresó a su localidad de origen. En octubre de 2014 concedió una entrevista a Ángeles Escrivá, que fue publicada por El Mundo. En ella Zabarte advertía: «Yo soy un gudari, no necesito demostrar nada». Subrayó que no se arrepentía de sus crímenes. «Si el enemigo reconoce sus hechos, yo los tengo reconocidos. Y si me preguntas, ¿lo hacías para hacer daño? Yo te digo, sí. No tengo ningún reparo en reconocer el daño causado pero que él (el Estado) me reconozca sus hechos porque el que me ha empujado es él». En palabras de Zabarte: «yo no he asesinado a nadie, yo he ejecutado». Confesó que no pensaba en sus víctimas. Ni siquiera conocía sus nombres. Cuando la periodista le preguntó por José María Piris, El Carnicero de Mondragón dijo ignorar a quién se refería.

			La frialdad de Zabarte todavía conmociona. Casi tanto como su equivalente actual: los vídeos en los que miembros del Dáesh, el autodenominado Estado Islámico, se graban quemando o degollando a sus rehenes. Ante la brutalidad de la que hacen gala, es natural pensar que unos y otros están perturbados o son psicópatas. Resulta una explicación intuitiva, sencilla y, en cierta manera, tranquilizadora. Sin embargo, los estudios indican que la mayoría de quienes cometen asesinatos de esta naturaleza no padecen trastornos psicológicos severos. Dicho de otro modo, con contadas excepciones, ni Zabarte ni sus compañeros estaban locos. Pertenecían a otra categoría muy distinta: eran terroristas.

			Hoy en día no es raro que se utilicen expresiones como «terrorismo machista», «terrorismo medioambiental» o «terrorismo laboral». Al hacerlo se pretende dar una connotación concreta a la violencia contra las mujeres, a los incendios provocados y a la ausencia de medidas de seguridad que propician accidentes en el trabajo. Aquí «terrorismo» ejerce la función de potenciador negativo. No obstante, este uso es incorrecto. Por un lado, la etiqueta no añade información ni hace más inmoral lo que ya es inmoral. Por otro, el abuso de la palabra desdibuja su sentido real. Si todo es terrorismo, nada lo es.

			Pese al debate que a nivel académico ha llegado a suscitar el término (¿y cuál no?), es perfectamente factible encontrar una definición que nos sirva para entendernos en estas páginas. ¿De qué hablo cuando hablo de terrorismo? De un tipo de violencia que busca un efecto psicológico, político y simbólico superior al de los daños materiales y humanos directamente producidos por sus atentados. Parafraseando un lema de las Brigadas Rojas (en italiano, Brigate Rosse), el terrorista golpea a una víctima para asustar a cien.

			Históricamente, esta herramienta ha sido utilizada tanto por individuos aislados como por diferentes colectivos, desde organismos gubernamentales hasta mafias, pasando por guerrillas. En el presente libro nos centramos en el que han practicado en España las bandas terroristas. ¿Qué entendemos por tales? Se trata de organizaciones de pequeño tamaño que carecen de control sobre un territorio y que emplean los atentados terroristas como principal estrategia para conseguir sus objetivos. Se distinguen, por tanto, de las guerrillas, cuyos integrantes van uniformados y dominan determinadas zonas de las que el Estado está ausente.

			El terrorismo moderno tiene precedentes históricos. El más antiguo fueron los sicarii (sicarios), la facción más extremista de los zelotes, el movimiento hebreo antirromano. En la Palestina del siglo i después de Cristo los sicarii eran conocidos por apuñalar a sus víctimas y perderse entre la multitud. Un milenio después, en el siglo x, aparecieron en Oriente Medio los nizaríes o hashshashin (asesinos), una secta ismaelita especializada en magnicidios. Probablemente los hashshashin llegaron a ser coetáneos de los thugs, mezcla entre culto y crimen organizado, que desde la Edad Media hasta la década de 1830 se dedicaban a estrangular y robar a los viajeros en la India. Fueron neutralizados por las autoridades coloniales británicas. En 1865 se fundó en el sur de Estados Unidos (EE. UU.) el Ku Klux Klan (KKK), que pretendía asegurar la supremacía de la «raza blanca» mediante la violencia contra la población negra y el Partido Republicano.

			El primer KKK mostraba ya bastantes de los rasgos que han caracterizado al terrorismo moderno. Desapareció formalmente en la década de 1870, pero no tardaron en tomar el relevo otros individuos y grupos, si bien desde presupuestos políticos distintos. Y es que el terrorismo nunca ha sido monopolio de una doctrina. Jesús María Zabarte mataba en nombre de Euskal Herria, pero también se ha matado en nombre de España, de otras patrias, de Dios, de la revolución, de la reacción o de la raza. Los terroristas no comparten una ideología, sino un método y un principio elemental: el fin justifica los medios.

			El politólogo David C. Rapoport (2004) ha identificado las cuatro grandes oleadas de terrorismo que han sacudido al planeta desde finales del siglo XIX. La primera, la nihilista / anarquista, estuvo marcada por los magnicidios y la utilización de la dinamita. Su punto álgido se situó entre 1880 y 1900. La segunda generación, la nacionalista / anticolonial, se prolongó desde 1917 hasta 1965. Tuvo una fase inicial, derivada de la paramilitarización y brutalización de la política en la Europa de entreguerras; y otra posterior, vinculada al proceso de descolonización en el Tercer Mundo. El tercer ciclo, el de la nueva izquierda, dio comienzo a finales de la década de los sesenta. El cuarto y último, el fundamentalista religioso, especialmente el de corte yihadista, se ha desarrollado a partir de los años ochenta. Cada oleada ha estado protagonizada por perpetradores con cultura política, propósitos y estrategias relativamente similares.

			Como se puede comprobar en la obra colectiva coordinada por Juan Avilés y Ángel Herrerín (2008), España fue uno de los escenarios de la primera generación de terrorismo. En noviembre de 1893 un anarquista lanzó dos bombas en el Liceo de Barcelona que causaron 20 víctimas mortales y 27 heridos. En junio de 1896 un atentado durante la procesión del Corpus Christi en esa misma ciudad acabó con 12 vidas y dejó más de 60 heridos. En agosto del año siguiente un anarquista italiano asesinó al presidente del Gobierno, Antonio Cánovas del Castillo, en el balneario de Santa Águeda (Mondragón). En mayo de 1906 Mateo Morral intentó matar a los reyes Alfonso XIII y Victoria Eugenia en el día de su boda. Cuando la comitiva real pasaba por la calle Mayor de Madrid, arrojó una bomba, que falló el blanco pero mató a 15 personas e hirió a otras 117. En noviembre de 1912 el presidente José Canalejas fue asesinado en la Puerta del Sol. En marzo de 1921 el presidente Eduardo Dato fue víctima de otro atentado mortal en la Puerta de Alcalá.

			Al sector violento del anarquismo se le contrapuso el pistolerismo o terrorismo blanco. Algunos grandes empresarios contrataron mercenarios que se dedicaban no solo a enfrentarse al terrorismo de corte libertario, sino también a amedrentar a líderes sindicales sin relación con él, cuando no a acabar con sus vidas. Entre sus múltiples crímenes destaca el asesinato de Salvador Seguí, secretario general de la Confederación Nacional del Trabajo (CNT) en Cataluña.

			Durante la II República también se cometieron atentados. Según la exhaustiva base de datos elaborada por Eduardo González Calleja (2015), entre abril de 1931 y julio de 1936 las distintas formas de violencia política (entre ellas, el terrorismo) acabaron con la vida de 2.629 seres humanos en nuestro país. Por descontado, la brutalización de la política no fue un fenómeno español, sino que afectó a gran parte de la Europa de entreguerras corroída por el auge de los movimientos de signo totalitario.

			La Guerra Civil y los primeros años de la dictadura franquista registraron unos índices de violencia muchísimo más altos que las épocas precedentes. Hubo terror en la retaguardia republicana, pero es incomparable con el que llevó a cabo el bando rebelde y, a la postre, vencedor: primero, asesinatos «en caliente»; después, de manera más ordenada y planificada, juicios sumarísimos, condenas de muerte, campos de concentración, depuraciones, etc. Baste recordar las palabras del general Emilio Mola: «Es necesario crear una atmósfera de terror, hay que dejar sensación de dominio eliminando sin escrúpulos ni vacilación a todo el que no piense como nosotros. Tenemos que causar una gran impresión, todo aquel que sea abierta o secretamente defensor del Frente Popular debe ser fusilado».

			Pese a tales antecedentes, hemos situado el punto de partida de la presente obra en 1960. Hay varias razones para dicha elección. Por una parte, un periodo de sesenta años nos facilita hacer una síntesis manejable. Por otra, al centrarnos en el tercer y cuarto ciclos de terrorismo, evitamos mezclar organizaciones y momentos históricos dispares. El último motivo tiene mayor peso: 1960 es la fecha que marca la vigente Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento y Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo, que tomó como referencia la bomba que el 27 de junio de aquel año mató a la niña Begoña Urroz en la estación de tren de Amara (San Sebastián).

			La tercera oleada de terrorismo surgió en los países desarrollados durante los años sesenta del pasado siglo bajo un influjo doble. Por un lado, el marxismo heterodoxo de la New Left y la resaca de las revueltas estudiantiles del 68. Por otro, el tercermundismo: el Movimiento 26 de julio dirigido por Fidel Castro, que desde sus bases de Sierra Maestra había derrocado al dictador cubano Fulgencio Batista en 1959; la figura carismática de Ernesto «Che» Guevara, que intentó exportar aquella fórmula guerrillera por medio del foquismo a países como el Congo y Bolivia; el Frente de Liberación Nacional de Argelia, que había logrado la independencia de la antigua colonia francesa en 1962, o las derrotas sucesivas de Francia y EE. UU. en la guerra de Vietnam (1959-1975).

			Esta generación estuvo protagonizada por bandas de extrema izquierda como la Rote Armee Fraktion (RAF, Fracción del Ejército Rojo) en la República Federal de Alemania, las Brigadas Rojas en Italia o los Grupos de Resistencia Antifascista Primero de Octubre (GRAPO) en España. Aunque menos, también hubo grupos de otra orientación política: nacionalistas radicales, como las diferentes ramas del Irish Republican Army (IRA, Ejército Republicano Irlandés), los lealistas del Ulster o ETA; de ultraderecha, como los italianos Ordine Nuovo y Nuclei Armati Rivoluzionari, y parapoliciales, como el Batallón Vasco Español (BVE) o los Grupos Antiterroristas de Liberación (GAL).

			Pese a sus divergencias doctrinales, el grueso de la militancia de tales organizaciones compartía juventud, extremismo, desprecio por la vida humana y fascinación por el modelo guerrillero tercermundista. Al no poder aplicar ese patrón en Occidente, recurrieron a un sucedáneo: el terrorismo.

			Suele establecerse el inicio del tercer ciclo en torno a 1968. El 7 de junio de ese año ETA acabó con la vida del guardia civil José Antonio Pardines. Al mes siguiente, un ultranacionalista croata puso una bomba en un cine de Belgrado que causó una víctima mortal y 89 heridos. En Irlanda del Norte la lealista Ulster Volunteer Force (UVF, Fuerza Voluntaria del Ulster) ya había asesinado en 1966. El IRA provisional hizo lo propio en 1969, prácticamente a la vez que los Tupamaros uruguayos y los neofascistas italianos. Los Montoneros argentinos comenzaron a matar en 1970; la RAF; en 1971; el Frente Revolucionario Antifascista y Patriota (FRAP), en 1973; las Brigadas Rojas, en 1974, y los GRAPO, en 1975.

			De acuerdo con la Global Terrorism Database (GTB), que comienza a contar desde 1970, entre tal fecha y 1989 el terrorismo arrebató la vida a 75.310 personas y causó lesiones a otras 56.932 a lo largo del planeta. En ese mismo periodo se registraron en Europa 4.945 víctimas mortales y 9.049 heridos. Con razón la etapa que va desde finales de la década de los sesenta hasta finales de los ochenta ha sido denominada «los años de plomo», término originario de Italia (anni di piombo). Entre 1970 y 1989 las bandas terroristas neofascistas y de extrema izquierda cometieron 394 asesinatos en el país transalpino, a los que hay que sumar 1.143 heridos. Gran Bretaña acumuló aún más damnificados: 2.841 muertos y 2.867 lesionados. Reino Unido, España e Italia fueron, por ese orden, los países más afectados por la tercera oleada de terrorismo en Europa, seguidos de lejos por Francia, la República de Irlanda, Alemania y Portugal. Ahora bien, se trató de un fenómeno universal: también golpeó a América, África o Asia. La excepción fue el Bloque del Este, donde apenas hubo muestras de este ciclo de violencia a consecuencia del férreo y eficiente control policial que ejercían las dictaduras de corte comunista.

			Pese al nivel de muerte y destrucción que produjo la tercera oleada de terrorismo, no alcanzó sus objetivos centrales. Rechazadas por la ciudadanía y descabezadas por las operaciones policiales, casi todas las bandas fueron desapareciendo a lo largo de los ochenta. Solo resistieron aquellas de ideología etnonacionalista que habían concitado cierto respaldo político y social: los lealistas norirlandeses, el IRA y ETA.

			La actividad de estos vestigios de la tercera ola se solapó con la de la cuarta, la del terrorismo de corte yihadista, cuya génesis suele situarse en la guerra de Afganistán (1978-1992), durante la cual los muyahidines (combatientes islámicos fundamentalistas) locales e internacionales consiguieron derrotar a la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS). Uno de ellos, el saudí Osama bin Laden, fue el autor intelectual de la masacre consumada por Al Qaeda (La Base o La Red) el 11 septiembre de 2001 en Nueva York. El yihadismo también estuvo detrás de los atentados del 11 de marzo de 2004 en Madrid. Según la GTB, entre 1990 y 2018 los terroristas han causado 359.671 asesinatos y 492.822 lesionados en todo el mundo, de los cuales 9.155 víctimas mortales y 21.491 heridos se contabilizan en Europa.

			Las matanzas yihadistas provocaron un rechazo unánime en Occidente y pusieron en guardia a los gobiernos e instituciones supranacionales. Así se conformó una coyuntura internacional desfavorable para los intereses de los perpetradores del anterior ciclo. Agotado, cercado policialmente, con cada vez más problemas y menos apoyos, lo que quedaba de la vieja generación perdió la fe en la victoria. No se trató de una reflexión moral, sino de puro pragmatismo: la violencia se había demostrado inútil. El IRA provisional anunció su desarme en 2005 y, pese a que sufrió la escisión de algunos grupúsculos de nostálgicos, se considera desmantelado desde septiembre de 2008. ETA declaró el cese definitivo de su actividad terrorista en octubre de 2011. Siete años después, puso fin a su historia.

			Para entonces hacía tiempo que en España ETA había cedido el papel de principal amenaza terrorista al yihadismo. El país ha sido golpeado varias veces desde el 11-M por este tipo de violencia fundamentalista tanto dentro como fuera de sus fronteras. En agosto de 2017 dos ataques producidos en Barcelona y Cambrils acabaron con la vida de 16 personas. Los reivindicó el Dáesh. El cuarto ciclo de terrorismo, el más letal de todos, todavía no ha llegado a su fin.

			Si ampliamos el arco cronológico lo máximo que nos permite la GTB, desde 1970 hasta 2018, podemos sumar las consecuencias humanas de la tercera y de la cuarta oleadas de terrorismo. Los atentados de este tipo de violencia política a escala mundial arrojan un saldo de proporciones catastróficas: 434.981 asesinatos y 549.754 supervivientes con secuelas físicas. Grosso modo, un millón de damnificados directos.

			De ellos, ¿cuántos corresponden a España? De acuerdo con la GTB, entre 1970 y 2018 los terroristas acabaron con la vida de 1.289 personas y causaron lesiones a otras 4.935. Podemos afinar más gracias a las listas del Ministerio del Interior, que ha reconocido a 1.451 víctimas mortales y a 4.983 heridos en atentados terroristas producidos entre 1960 y la actualidad. Se trata de cifras oficiales, más completas que las de la GTB, que computan tanto a extranjeros damnificados dentro de nuestras fronteras como a ciudadanos españoles que han sufrido ataques en otros países.

			Ahora bien, hay que tomar estos datos con precaución. El registro incluye a aquellos que han sido indemnizados tras un proceso administrativo que se inicia a petición del damnificado o sus allegados. No todos lo han hecho o lo han podido hacer. Faltan, por ejemplo, una víctima mortal de 1962, Manuel Eleuterio Liáñez, y otra de los ataques contra las Torres Gemelas de Nueva York el 11 de septiembre de 2001, Silvia de San Pío. Sin embargo, sí están computados algunos casos dudosos o en los que no hay suficientes pruebas sobre la implicación de bandas terroristas, ya que en la década de los ochenta los trámites no eran tan rigurosos como luego lo han sido. Por otro lado, un número indeterminado de lesionados fallecieron antes de tener la posibilidad de solicitar el reconocimiento, no se enteraron a tiempo de que existía esa posibilidad, prefirieron no realizar los trámites o no conservaban pruebas del origen de sus secuelas, por lo que su solicitud fue desestimada. Todo apunta a que el número real de heridos es superior a 4.983. Pese a estas advertencias, hay que subrayar que el listado oficial del Ministerio del Interior es el más fiable de los disponibles actualmente.

			Aunque los números nos ayudan a hacernos una idea de conjunto, José María Calleja (1997) nos enseñó que siempre hay que tener presente que las víctimas del terrorismo no son simples estadísticas. Los perpetradores las intentaron animalizar y cosificar antes de borrarlas de la faz de la tierra; los apologistas del terrorismo pretenden ahora que los damnificados caigan en el olvido. Para evitar que ocurra, los historiadores debemos elaborar un relato veraz en el que las víctimas sean visibles. En palabras de una de ellas, Cristina Cuesta (2000), «una relectura de la historia de la violencia terrorista desde el punto de vista de sus afectados nos lleva a una comprensión humana del problema».

			Por eso aquí no solo se habla de cifras, sino también de biografías con nombres y apellidos. La mayoría de las entradas que siguen a cada capítulo están dedicadas a los damnificados, sus circunstancias personales y los atentados que les afectaron. Sus vidas, secuestros, heridas y muertes ilustran los efectos reales del terrorismo. Tienen una dimensión universal. Y es que, siguiendo al filósofo Manuel Reyes Mate (2013), «si alguien reconoce a una víctima, tiene que reconocer a todas».

			A nivel mundial se ha editado una casi inabarcable literatura científica sobre el terrorismo. Los avances también son evidentes en España, donde esta materia es objeto de estudio de periodistas, historiadores, politólogos, sociólogos, criminólogos y otros científicos sociales. Gracias a sus investigaciones, pese a que todavía quedan algunas lagunas, estamos en condiciones de construir un relato riguroso acerca de la trayectoria de las organizaciones terroristas y las consecuencias de sus actos. Ahora bien, debido a la propia dinámica académica, que obliga a la publicación en revistas especializadas de escasa circulación, se ha descuidado la divulgación. El conocimiento está atrapado en un circuito cerrado: los investigadores escriben trabajos eruditos que acaban sepultados en las estanterías de las bibliotecas universitarias, donde solo sirven como fuente para nuevos trabajos eruditos. No llegan a la sociedad que, en la mayoría de las ocasiones, sufraga nuestros proyectos de investigación y nuestras carreras profesionales. Como resultado, casi no hay obras generalistas, con las notables excepciones de Historia general del terrorismo de Kepa Aulestia (2005), El terrorismo en España: de ETA a Al Qaeda de Juan Avilés (2010) o El laboratorio del miedo: Una historia general del terrorismo, de los sicarios a Al Qa’ida de Eduardo González Calleja (2013).

			Siguiendo su estela, este libro pretende conjugar el rigor académico y la divulgación. Se ha procurado cuidar el estilo literario, se han limitado las referencias a obras de consulta y se han eliminado las notas a pie de página. Si el lector quiere profundizar en la historia de cualquiera de las bandas terroristas que se citan, al final del libro encontrará una bibliografía esencial.

			El autor desea agradecer las útiles sugerencias, correcciones y aportaciones de Raúl López Romo, José Luis de la Granja, Florencio Domínguez, Rafael Leonisio, Juan Francisco López Pérez, Francisco Grajal Torres, Juan Avilés, Manuel Gallego López, Matteo Re, Xavier Casals, David Mota Zurdo, Lorenzo Castro, Luis de la Corte, José Francisco Briones Aparicio, Liviana Bucureșteanu, Carlos de Miguel, Josu Rueda, Carmen Ladrón de Guevara, María Jiménez, T. Serna y la Dirección General de Apoyo a Víctimas del Terrorismo del Ministerio del Interior. Ricardo García Cárcel y Raúl García me dieron la oportunidad de escribir esta obra, por lo cual les estoy muy agradecido.

			Este trabajo se ha realizado en el marco del programa de investigación del Centro para la Memoria de las Víctimas del Terrorismo, del proyecto de investigación de la UPV/EHU PGC2018-094133-B-100 (MCIU/AEI/FEDER, UE) y del Grupo de Investigación GIR-03 Humanidades y Ciencias Sociales en la Era digital y tecnológica de la Universidad Isabel I.

		

	
		
			CAPÍTULO PRIMERO


			
EPÍGONOS DEL MAQUIS. EL DRIL Y DEFENSA INTERIOR

			
A QUEMARROPA. EL OCASO DE LA GUERRILLA ANTIFRANQUISTA


			El 17 y 18 de julio de 1936 gran parte del Ejército y de las derechas se sublevaron contra el Gobierno de la II República española. El golpe de Estado fracasó, lo que dio lugar a una larga y cruenta Guerra Civil. Finalizó en abril de 1939 con la victoria de los insurrectos, que habían contado con el apoyo de la Alemania nazi y la Italia fascista. Acaudillados por el general Francisco Franco, instauraron una dictadura que enterró la experiencia democrática republicana y todo atisbo de pluralismo. También llevaron a cabo una despiadada represión contra los vencidos, los militantes de izquierdas y los nacionalistas periféricos, primero en forma de asesinatos extrajudiciales, luego mediante procesos judiciales sumarísimos. Enrique Moradiellos (2018) calcula que la represión franquista «fue responsable de un elevado número de víctimas mortales que probablemente alcanzó una cifra superior a las noventa mil durante la guerra (con otras cuarenta mil tras la victoria y en la inmediata posguerra)». Tampoco olvida las penas de cárcel, multas, destierros y procesos de depuración profesional, así como los cerca de trescientos mil exiliados permanentes. Por supuesto, el régimen no solo se sostuvo gracias a la violencia represiva, que se iría haciendo más selectiva con el tiempo: también estuvo secundado por instituciones como la Iglesia Católica y por un amplio sector de la población.

			La derrota del III Reich en la II Guerra Mundial (1939-1945) trajo aparejada la caída de los antiguos aliados de Adolf Hitler. En tal tesitura, la dictadura franquista parecía en peligro. Esperando una pronta intervención de los Aliados, en octubre de 1944 tropas irregulares adscritas al Partido Comunista de España (PCE), que habían luchado en la resistencia francesa, cruzaron la frontera por el valle de Arán. Aunque la invasión resultó un desastre, comunistas, socialistas y anarquistas siguieron impulsando guerrillas y otras formas de resistencia violenta en el interior de España.

			Fue en vano. La Guerra Fría permitió la supervivencia del régimen, que se presentaba como un dique contra el avance soviético y, por tanto, como el mal menor para los intereses de las potencias occidentales. En 1952 España ingresó en la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO). Al año siguiente firmó el Concordato con el Vaticano y los acuerdos con EE. UU. En 1955 fue aceptada en la Organización de las Naciones Unidas (ONU). El presidente de EE. UU., el general Dwight D. Eisenhower, viajó a Madrid en diciembre de 1959. Su visita fue interpretada como un respaldo a la dictadura de Franco. Unos meses antes el Gobierno había aprobado el Plan de Estabilización y luego el primer Plan de Desarrollo, que ponía punto final a la política de autarquía. Al coincidir con un ciclo económico favorable a escala mundial, esta nueva dirección permitió un fuerte crecimiento industrial y demográfico durante la década de los sesenta. El régimen se había consolidado.

			Las esperanzas que las formaciones antifranquistas tradicionales habían puesto en los países democráticos se fueron esfumando. En el exilio, el Partido Socialista Obrero Español (PSOE), el movimiento libertario, las atomizadas siglas republicanas, el Partido Nacionalista Vasco (PNV) y otras agrupaciones de nacionalistas periféricos entraban en una época de división, debilidad y escaso dinamismo. Sus críticos más radicales, minoritarios, les acusaron de haberse acomodado a la espera del fallecimiento del autoproclamado «Caudillo».

			Más activo se mantuvo el PCE, que llegó a ser conocido como «El Partido», y al que el franquismo siempre consideró su enemigo número uno. No obstante, los comunistas también se vieron obligados a adaptarse a las circunstancias. La estrategia guerrillera por la que habían apostado no solo se había demostrado inútil, sino que había tenido un altísimo coste humano. A finales de los años cuarenta fue abandonada por el PCE, que en junio de 1956 se puso como objetivo restablecer una democracia parlamentaria por medio de la política de «Reconciliación Nacional»: la renuncia a la violencia y una amnistía general para los dos bandos que se habían enfrentado en la Guerra Civil. Aquella estrategia tardaría mucho en dar frutos: la Huelga Nacional Pacífica que el PCE convocó el 18 de junio de 1959 resultó un fiasco.

			Huérfana del liderazgo comunista y cada vez más acosada por las Fuerzas de Orden Público (FOP), la guerrilla antifranquista entró en un inexorable declive. A principios de la década de los sesenta lo que quedaba del maquis llevó a cabo sus últimas acciones. La noche del 3 al 4 de enero de 1960 el anarquista Francisco Sabaté Llopart (Quico) mató al teniente de la Guardia Civil Francisco de Fuentes-Fuentes y Castilla-Portugal en la provincia de Gerona. Al día siguiente un somatén arrebató la vida al propio Quico. El 9 de agosto de 1961, siguiendo órdenes de Valentín González González (El Campesino), un grupo de guerrilleros intentó sabotear la central eléctrica del pantano de Irabia (Orbaiceta, Navarra). Se topó con una pareja de la Benemérita. En el tiroteo falleció el guardia civil Luis Moreno Ortega y resultó herido su compañero.

			
UNA NUEVA OPOSICIÓN ARMADA


			El ocaso del maquis coincidió con la aparición en América Latina y Francia de pequeñas organizaciones armadas que estaban compuestas por veteranos de la Guerra Civil y jóvenes que no habían luchado en ella. Denunciando la aparente pasividad de la oposición antifranquista mayoritaria y de las instituciones republicanas en el exilio, se inspiraban en el derrocamiento de las dictaduras de Marcos Pérez Jiménez en Venezuela (1958) y, sobre todo, de Fulgencio Batista en Cuba (1959). En ese sentido, aspiraban a reproducir en España el exitoso modelo guerrillero de Fidel Castro y Ernesto Che Guevara, aunque la estrategia de algunas organizaciones, las de corte anarquista, recordaba más a la tradicional «propaganda por el hecho».

			La nómina incluye a la Unión de Combatientes Españoles (UCE) (1958-1960), el Movimiento Español 1959 (1959-1963), el Directorio Revolucionario Ibérico de Liberación (DRIL) (1960-1964), Defensa Interior (1962-1965), el Movimiento por la III República y por la reconstitución del Ejército Republicano (1963-1967) y el Frente Español de Liberación Nacional (1963-1970). Hasta cierto punto, tenían bastantes rasgos en común con el primer Frente de Liberación Popular (FLP) y la primera ETA, que surgieron prácticamente a la vez, entre 1958 y 1959. No obstante, hay razones de peso para dejar al margen a ambos colectivos, que a su vez era muy diferentes entre sí. Por un lado, pese a que en su seno se llegó a debatir acerca de tal posibilidad (por ejemplo, la creación de un foco guerrillero en la Sierra de Cazorla de Jaén), el FLP no se decantó por la violencia, por lo que su historia no tiene cabida en estas páginas. Sí lo hizo ETA, banda a la que se le dedica un espacio específico y mucho más amplio que al resto debido a su letalidad y longevidad.

			A caballo entre el crepúsculo de la segunda oleada de terrorismo y el amanecer de la tercera, las organizaciones arriba mencionadas cometieron atentados tanto en España como en el extranjero, pero la mayoría de ellas tuvieron una existencia efímera y nula trascendencia. Practicaron lo que Eduardo González Calleja (2013) ha calificado como «aventurismo armado», es decir, «una violencia de bajo nivel técnico practicada por militantes no especializados, con un carácter puntual y un propósito meramente publicitario». Para muestra, un botón. Entre junio de 1963 y junio de 1964 Andrés Ruiz Márquez (el coronel Montenegro) colocó en Madrid 68 artefactos explosivos de reducida potencia, casi petardos, en nombre del Frente Español de Liberación Nacional del exministro Julio Álvarez del Vayo, antecedente del FRAP. No causó víctimas. El coronel Montenegro fue detenido en junio de 1964. Al mes siguiente fue sentenciado a muerte, aunque se le conmutó la pena capital por otra de reclusión mayor.

			Obviando a ETA, solo dos grupos de esta hornada alcanzaron alguna notoriedad, achacable tanto a sus actos de violencia como a la consiguiente represión: sus atentados produjeron tres víctimas mortales y decenas de heridos; sus propios errores, la muerte de uno de sus activistas, y la acción punitiva de la justicia franquista, la ejecución de otros tres.

			
DE SIERRA MAESTRA A SAN SEBASTIÁN. LAS CAMPAÑAS DEL DRIL

			Surgida entre finales de 1958 y principios de 1959, la UCE fue una pequeña organización con presencia en Venezuela y Cuba. Su corta historia estuvo marcada por la personalidad del militar hispanocubano Alberto Bayo, quien durante la Guerra Civil había dirigido el infructuoso desembarco republicano en Mallorca. Exiliado en México, ejerció de instructor del Movimiento 26 de Julio de Fidel Castro, a quien asesoró y acompañó durante la revolución cubana. No es de extrañar que gozara de la confianza del nuevo régimen, que lo ascendió a general. A lo largo de 1959 Bayo declaró públicamente que estaba entrenando comandos que iban a actuar en España siguiendo el modelo que tan buenos resultados había dado en Sierra Maestra. Si Franco no renunciaba, habría «un nuevo e innecesario derramamiento de sangre».

			Las soflamas del general y cierta información confidencial hicieron temer un atentado contra la vida del embajador español en Cuba o los aviones de la compañía Iberia. Sin embargo, Bayo no pasó de las palabras a los hechos. En realidad, pese a su liderazgo carismático, el mando operativo de la UCE correspondía a Abderramán Muley Moré (Manuel Rojas), que coordinaba a la militancia cubana, y a José Velo Mosquera, que hacía lo propio con la venezolana. En octubre de 1959 se produjo una disputa por el poder interno: Muley y Velo relegaron a Bayo, que abandonó el grupo para convertirse en su enemigo acérrimo.

			En Caracas la UCE entabló conversaciones con el Movimiento Nacional Independiente (MNI). Se trataba de una organización formada por portugueses exiliados que luchaban contra la dictadura de António Salazar. El MNI estaba abanderado por dos militares que habían hecho cierta carrera política en el Estado Novo, del que habían sido firmes partidarios hasta que, agraviados por uno u otro motivo, acabaron enfrentándose a él: el general Humberto Delgado y el capitán Henrique Galvão. Habían constituido el MNI en 1958, desilusionados por la escasa iniciativa de la oposición portuguesa, la cual, a su vez, desconfiaba tanto de su pasado salazarista como de su anticomunismo y su ambiguo respaldo al colonialismo.

			La UCE y el MNI convergieron para dar lugar al DRIL, que, según recogía el periódico La Razón de Caracas, se fundó en febrero de 1960, aunque es posible que funcionase desde antes. Al Directorio se adhirieron antisalazaristas y antifranquistas residentes en Europa occidental y Latinoamérica, como fue el caso del comandante José Fernández Vázquez (Jorge Sotomayor).

			Réplica al Pacto Ibérico que Franco y Salazar habían firmado en 1942, el DRIL era un movimiento hispanoluso con el fin fundacional de derrocar a ambas dictaduras para instaurar sendas repúblicas, que podrían federarse entre sí. Como su propio nombre indica, se inspiraba en el Directorio Revolucionario 13 de marzo, una de las organizaciones que habían luchado contra Batista en Cuba. El DRIL estaba poco estructurado e ideológicamente era muy heterogéneo: en sus filas había desde liberales hasta anarquistas, pasando por republicanos, marxistas y nacionalistas gallegos. De hecho, aparte de su horizonte republicano federal iberista, lo único que unía a sus miembros era su apuesta estratégica por la violencia.

			La organización recibió ayuda de la Cuba castrista, que estaba enviando expediciones de guerrilleros a Panamá, Nicaragua, República Dominicana, Haití, Guatemala... Se trataba de exportar su patrón revolucionario. No obstante, sería un error entender el Directorio como un simple instrumento de Fidel Castro, ya que siguió su propia dinámica y el respaldo cubano se redujo por la intromisión del PCE, cuya política de «Reconciliación Nacional» se veía amenazada por los atentados del DRIL.

			En octubre de 1959 uno de los miembros del Directorio, Santiago Martínez Donoso, se trasladó desde Cuba hasta Madrid. Haciéndose pasar por periodista del diario La Calle (La Habana), intentó formar varios comandos. Lo hizo en dos entornos diferentes. El primero lo conformaban personas que, según fuentes policiales, «frecuentaban establecimientos de bebidas, salas de fiestas, y aparecían como jóvenes sin moral y de pocos escrúpulos». Al parecer, solo estaban interesados en los fondos de los que disponía Martínez Donoso, por lo que este desistió de reclutarlos. Sin embargo, el enviado del DRIL consiguió formar una célula operativa con su primo, Antonio Abad Donoso, y el dueño de un bar, Justiniano Álvarez Montero.

			A principios de febrero de 1960 Martínez Donoso regresó de un viaje a Francia con un cargamento de explosivos y la compañía de José Ramón Pérez Jurado, otro militante del DRIL. El día 18 de ese mes Abad Donoso y Pérez Jurado colocaron cuatro bombas en Madrid. La primera estalló de madrugada en el Ayuntamiento. La segunda, en la calle Toledo. Cuando llegaron los policías, encontraron herido de muerte a Pérez Jurado, al que le había explotado su propio artefacto. Más tarde se descubrieron y desactivaron los otros dos: uno escondido en las oficinas de Iberia en la plaza de Cánovas del Castillo; y el último, bajo la estatua de Velázquez, al lado del Museo del Prado. Todas las bombas eran iguales: una caja de madera que tenía en su interior un reloj despertador, una pila, un detonador eléctrico y cinco cartuchos de tolamita de 100 gramos cada uno. El explosivo había sido producido por una compañía francesa.

			Santiago Martínez Donoso escapó a Francia, pero Antonio Abad Donoso y Justiniano Álvarez Montero fueron detenidos. Se les confiscaron 150 cartuchos de tolamita, ocho detonadores y dos metros de mecha rápida. Las autoridades franquistas protestaron porque los atentados se habían preparado en Toulouse y denunciaron la complicidad del régimen castrista. Hay que tener en cuenta que Cuba servía de base a una parte muy radicalizada de la oposición antifranquista mientras que España se estaba convirtiendo en el principal destino europeo de los refugiados anticastristas. Por otro lado, en enero de 1960 Fidel Castro había ordenado la expulsión del embajador español, Juan Pablo Lojendio, lo que estuvo a punto de romper las relaciones diplomáticas entre ambos países.

			El Juzgado Especial Nacional de Actividades Extremistas del coronel Enrique Eymar, antecedente del Tribunal de Orden Público, inició un proceso sumarísimo en el que, como era habitual, no se respetó ninguna garantía para los acusados. Álvarez Montero fue condenado a 30 años de cárcel. Abad Donoso, a la pena capital por «un delito de terrorismo consumado». El fusilamiento se efectuó a las 5:00 horas de la mañana del 8 de marzo de 1960.

			Tanto la dictadura de Salazar como la de Franco acusaron al DRIL de ser un apéndice del comunismo. Que se lo relacionara con la violencia terrorista suponía un grave problema para el PCE, por lo que se defendió no solo desvinculándose públicamente del Directorio sino también tratando de minar sus apoyos internacionales. Además, pretendió transferir la responsabilidad de los atentados a agentes provocadores del régimen franquista, cuando no a los EE. UU., falsedad que tendría largo recorrido.

			Los líderes del DRIL tendrían muy presente la muerte de sus compañeros en Madrid unos meses después, cuando pusieron en marcha una nueva operación, esta vez con otro método: ocultaron bombas con temporizador en maletas que fueron facturadas por la red española de ferrocarriles, para que los terroristas tuvieran tiempo de huir. Sobre las 20:30 horas del 26 de junio de 1960 un artefacto estalló en un tren que hacía el trayecto Barcelona-Madrid, entre las paradas de Quinto y Pina de Ebro (Zaragoza). Al día siguiente, 27 de junio, se registraron explosiones en las consignas de equipaje de cuatro terminales de ferrocarril, que sufrieron sendos incendios: a las 8:00 horas de la mañana en la de la estación del Norte de Barcelona, a las 17:25 en la del Norte de San Sebastián, a las 19:10 en la de Amara de San Sebastián y en la del Norte de Madrid. Por último, el 29 de junio, a las 6:30 horas, hubo otro atentado en la estación de Achuri de Bilbao.

			Pese a los incendios y destrozos, solo hubo que lamentar desgracias personales en San Sebastián. Según Oficina de Prensa de Euzkadi, órgano oficial del Gobierno Vasco en el exilio, la bomba de la estación del Norte

			destrozó los cristales de la sala, que salieron disparados sobre el andén y los tabiques, produciendo además un pequeño incendio que tuvo que ser sofocado con la intervención de los bomberos. El encargado de la Consigna, don Carlos Íñigo Acevedo [...] fue herido levemente en la frente y curado en el Cuarto de Socorro.

			En Amara cinco personas resultaron heridas leves. Begoña Urroz Ibarrola, una niña de 20 meses, salió peor parada. Había sufrido quemaduras en todas sus extremidades y en la cara, así como heridas contusas en pierna y pie izquierdos. La llevaron a la clínica del Perpetuo Socorro, donde ingresó en estado grave. Murió el 28 de junio.

			Al día siguiente el DRIL, por boca del capitán Galvão, reivindicó los atentados en el diario El Nacional (Caracas). Un par de semanas después él mismo advirtió que «las revoluciones para derrocar a los tiranos no se hacen con té y simpatía ni con bombones. Hay que emplear la violencia para responder a la que ellos usan». En los años siguientes otros líderes del Directorio admitirían la autoría de las bombas de junio de 1960. Ninguno de ellos pidió perdón por la muerte de Begoña Urroz.

			La investigación policial apuntó al DRIL desde el principio. El 1 de julio de 1960 se arrestó a algunas personas a las que Santiago Martínez Donoso había intentado reclutar durante su estancia en Madrid, pero no habían tenido nada que ver con la campaña terrorista.

			Por esas mismas fechas, pero en San Sebastián, las FOP identificaron como uno de los autores materiales de los atentados a Guillermo Santoro Sánchez. Gracias a una fotografía, fue reconocido por varias personas, entre ellas un viejo conocido, el personal de las dos estaciones de tren y los empleados de Casa Rodrigo, tienda en la que había comprado tres maletas de cartón recubiertas de lona listada, por un total de 375 pesetas. Después, con ayuda de un cómplice, Santoro Sánchez habría escondido explosivos dentro de las maletas, que habría facturado como equipaje por tren.

			Unos días más tarde la Guardia Civil descubrió en Andorra a Reyes Marín Novoa, quien habría confesado a un confidente ser «el autor de la colocación de una bomba en la estación de San Sebastián y que acto seguido se internó en Francia, a Toulouse, donde está la organización». Cuando la Policía andorrana acudió al hotel en el que solía almorzar, Marín Novoa no apareció. Sus homólogos franceses confirmaron que se encontraba al otro lado de la frontera, pero que «estaba allí protegido».

			Marín Novoa viajó a Lieja (Bélgica), donde en septiembre de 1960 tuvo lugar una reunión de miembros destacados del DRIL. La interrumpió la Policía belga. Hubo 14 arrestados, a los que se les incautaron armas y explosivos. La dictadura franquista solicitó su extradición, pero fue rechazada. En un mes y medio los militantes del Directorio habían salido en libertad.

			En enero de 1961 el Juzgado Especial Nacional de Actividades Extremistas requirió la comparecencia de Guillermo Santoro Sánchez, Reyes Marín Novoa y Arturo González-Mata Lledó como acusados de haber cometido los atentados de junio de 1960. Nunca fueron capturados. Nadie fue condenado por el asesinato de Urroz. Ni siquiera se celebró un juicio. Y nunca se celebrará: la Ley de Amnistía de octubre de 1977 anuló el delito mismo, extinguiendo toda responsabilidad.

			El segundo y último asesinato del DRIL también quedó impune. El 22 de enero de 1961 el trasatlántico portugués Santa María salió del puerto de Curazao, isla que entonces formaba parte de las Antillas Neerlandesas, con destino a Lisboa. Perteneciente a la Companhia Colonial de Navegação, transportaba aproximadamente a 610 viajeros y 350 tripulantes. Ese día la nave fue asaltada por un comando del DRIL: 24 hombres armados, de nacionalidad portuguesa y española, en su mayoría procedentes de Venezuela. Estaban dirigidos por Galvão, Velo y Fernández Vázquez.

			Durante la operación, los atacantes dispararon a un pasajero y a dos miembros de la tripulación: el practicante de piloto y el tercer piloto del buque, João José do Nascimento Costa. Este marino de 25 años, que en aquel momento ejercía de oficial de guardia en el puente de mando, recibió tres impactos de bala: en el brazo izquierdo, en la clavícula derecha y en el vientre. Falleció poco después. Acababa de ser padre, pero nunca llegaría a conocer a su hija, Maria da Silva. «Sofreu terrivelmente durante varias horas», relató después un testigo en la prensa.

			En febrero el barco desembarcó en Recife (Brasil). Los secuestradores obtuvieron asilo político en el país. El impacto de la operación en la prensa internacional había supuesto un duro golpe para el prestigio de la dictadura de Salazar. Según un trabajo inédito de Lorenzo Castro, también había producido «un efecto inmediato entre el exilio español». Un significativo sector del antifranquismo, que hasta entonces había mantenido las distancias con el DRIL, cuando no lo había difamado, ensalzó lo que se percibía como una hazaña.

			Ahora bien, el barco solo era la primera fase del ambicioso proyecto del Directorio. Según sus estrategas, iba a contribuir a un levantamiento en las colonias portuguesas que luego, gracias a un efecto dominó, acabaría contagiando a toda la península. No ocurrió tal cosa. Por añadidura, lejos de debilitar el nexo entre las dictaduras ibéricas, lo fortaleció: ambos regímenes colaborarían estrechamente para acabar con su enemigo común.

			Aunque fugaz, el DRIL gozó de cierto protagonismo. En la prensa y en la documentación diplomática y policial no cesaron de aparecer noticias alarmistas acerca de sus supuestos planes. Tanto Salazar como Franco se pusieron en guardia, creyendo inminente un nuevo ataque. Nunca llegó a producirse, pero, aun así, tuvo consecuencias. Siguiendo la documentación judicial, en marzo de 1961 habían llegado «confidencias y noticias a los servicios de información» acerca de «planes que los elementos extremistas se proponían desarrollar para llevar a cabo en nuestra Patria, mediante atentados terroristas, algún golpe de efecto, parecido a los que habían tenido lugar espectacularmente en otros países». El día 26 de ese mes un empresario arruinado, que buscaba un certificado de buen comportamiento como aval, realizó una falsa denuncia en la comandancia de la Guardia Civil de Vitoria. Por puro azar habría escuchado una conversación entre los miembros de un comando terrorista proveniente de Francia, que planearían poner bombas en centros oficiales de distintas provincias a modo de distracción antes de «atacar Madrid». No era más que una burda mentira, pero, cuando al día siguiente un guardia jurado identificó en Vitoria un coche similar al que había señalado el denunciante, se produjo una alarma generalizada en Álava y sus provincias limítrofes. El automóvil fue detenido en un control policial situado a la entrada de Bilbao. Sin que quede constancia del porqué, uno de los agentes abrió fuego. Al escuchar el tiro, creyendo que se trataba de un ataque terrorista, el resto de los policías y guardias civiles dispararon a los sospechosos. El resultado fue una víctima mortal, Javier Batarrita, y un herido grave, José Antonio Martín-Ballestero, que quedó paralítico. Aquellos hombres habían ido a Vitoria en un viaje de negocios. Ni iban armados ni tenían absolutamente nada ver con el DRIL. Tampoco con el resto de la oposición antifranquista. El caso produjo un escándalo insólito para la época. Los policías y guardias civiles fueron procesados, uno de ellos dos veces, pero finalmente serían absueltos.

			Pese a la inquietud de Franco y Salazar, el Directorio se encontraba en plena descomposición. Durante la travesía del Santa María ya se habían manifestado las tensiones hasta el punto de que los líderes españoles del DRIL llegaron a amenazar de muerte a Galvão. Se multiplicaron los reproches cruzados, probablemente agravados tanto por el descalabro de la operación como por la pérdida del respaldo de Fidel Castro. De hecho, los problemas internos del grupo venían de lejos: contradicciones doctrinales, divergencias estratégicas, problemas de dinero, tiranteces entre españoles y portugueses, celos y el afán de protagonismo de los líderes, que apenas se soportaban entre sí. Se sucedieron las sospechas, los insultos, las amenazas, las acusaciones de deslealtad o incluso de traición y las purgas. La sección portuguesa volvió a funcionar de manera independiente.

			Las declaraciones demagógicas, la inactividad, las peleas en público y los cismas habían acabado con el capital político que el grupo había acumulado con el secuestro del Santa María. El Arquivo da Emigración Galega custodia el último documento del Directorio del que hay constancia, con fecha del 24 de noviembre de 1964. Probablemente lo que quedaba del DRIL desapareció poco después.

			
NIETOS DE MATEO MORRAL. DEFENSA INTERIOR


			La Guerra Civil y la represión franquista habían sido devastadoras para el movimiento libertario, compuesto por la CNT, la Federación Anarquista Ibérica (FAI) y la Federación Ibérica de Juventudes Libertarias (FIJL). No obstante, en los años cuarenta los ácratas lograron reorganizarse e impulsar ciertas formas de violencia política contra la dictadura. A mediados de la década siguiente, cuando se hizo patente el afianzamiento del régimen, la CNT renunció a la «acción directa», aunque algunos maquis continuaron operando por su cuenta.

			En aquel momento el anarquismo español atravesaba una profunda crisis. Por razones ideológicas, estratégicas y generacionales, se encontraba dividido en dos facciones: una ortodoxa y otra posibilista. Para acabar con el cisma, entre agosto y septiembre de 1961 se celebró el II Congreso Intercontinental en Limoges (Francia), en el cual se decidió la reunificación de la CNT y la constitución de una alianza con la Unión General de Trabajadores (UGT) y Solidaridad de los Trabajadores Vascos (STV). También se aprobó un dictamen reservado: la creación de Defensa Interior. A decir de Ángel Herrerín (2004), aquel paso respondía tanto al peso de los partidarios de la violencia, mayoritariamente encuadrados en Juventudes Libertarias, como a la aparente «fe del converso» de quienes hasta entonces se habían opuesto a ella. Cabe añadir que en la historia del anarquismo español había minoritarios pero significativos precedentes del recurso al terrorismo.

			La meta de Defensa Interior era reactivar la «lucha armada» contra el régimen y, a ser posible, asesinar a Franco, algo que los ácratas ya habían intentado varias veces. En cierto modo, se trataba de recoger el testigo de la «propaganda por el hecho» y el malogrado maquis. Defensa Interior dependía de una comisión formada por los secretarios de la CNT, la FAI y la FIJL, pero en la práctica estuvo propulsada por los más jóvenes: hijos de anarquistas exiliados como Octavio Alberola, quien ya había participado en el Movimiento Español 1959, y emigrantes salidos de España en busca de trabajo. Primero implícitamente y luego de manera abierta, otro sector del movimiento libertario se resistiría al empleo de la violencia. Entre otras razones porque temía que, si el Gobierno francés descubría que se utilizaba su territorio para preparar los atentados, la CNT fuese ilegalizada en aquel país. Se pretendió conjurar tal posibilidad reivindicando algunas de las bombas en nombre de un fantasmal Consejo Ibérico de Liberación, lo que no engañó a nadie.

			En mayo de 1962 la dirección de Defensa Interior acordó que al mes siguiente se perpetrarían los primeros atentados. Entre esa fecha y junio de 1963 cerca de 40 artefactos estallaron tanto dentro como fuera de España. Sus objetivos eran variados: el Vicariato General Castrense, sucursales bancarias, colegios mayores, la casa consistorial de Valencia, delegaciones del Instituto Nacional de Previsión, oficinas del sindicato vertical, postes de la línea eléctrica, la carretera al Palacio de Ayete, sedes de periódicos, el Gobierno Militar de Guipúzcoa, aviones de Iberia, etc.

			También llevaba su sello la explosión que el 13 de junio de 1962 se registró en la madrileña calle de Sagasta. Produjo dos heridos leves y una víctima mortal, Manuel Eleuterio Liáñez Benítez, un viajante de 71 años originario de Huelva que malvivía de su escasa pensión. Durante la Guerra Civil Liáñez había sido responsable de un parque de Intendencia de la CNT, puesto que le permitió salvar la vida a un desconocido del que le separaba un abismo ideológico: un pequeño empresario afiliado a la Confederación Española de Derechas Autónomas (CEDA) detenido en la checa de Fomento.

			Aquel antiguo anarcosindicalista no era el objetivo del atentado. Los miembros de Defensa Interior habían ocultado una bomba en un paquete que depositaron en la cercana delegación del Instituto Nacional de Previsión. El juez instructor concluyó que la víctima «[sin] duda alguna vio el artefacto colocado en una cartera y sin saber de lo que se trataba, como pobre mendigante, se apoderó de ella y al querer manipular en la cartera, para ver qué llevaba, sobrevino la explosión que le causó la muerte». Con un matiz. Tal vez el hurto le había llevado al fin de sus días, pero antes la miseria le había empujado al hurto. De cualquier manera, pese a que el Ministerio de Gobernación llegó a dar los nombres de algunos sospechosos, no se juzgó a nadie. El sumario se cerró en diciembre de 1962.

			No es el caso de la carga que Defensa Interior detonó en la basílica del Valle de los Caídos el domingo 12 de agosto de 1962. Según ABC, el artefacto había sido ocultado «bajo uno de los bancos destinados a los fieles, que están cerca del Altar Mayor y próximos a la capilla del Santísimo». No hubo damnificados, ya que la bomba estalló «poco después de terminada la misa que se celebra los días festivos a las seis de la tarde». Los responsables del sabotaje habían sido el perito electricista Antonio Martín Bellido y el anarcosindicalista francés Paul Desnais. No obstante, las FOP arrestaron al joven estudiante Francisco Sánchez Ruano, que había estado visitando el lugar con unos amigos extranjeros en el momento del suceso. No había tenido nada que ver, pero fue suficiente con que en su casa se encontrase propaganda antifranquista. Se le condenó a 28 años de cárcel, de los que cumpliría 11. El verdadero culpable, Martín Bellido, nunca se planteó entregarse. En 2004 declararía a El País que así «no arreglaba nada. Nunca lo habrían soltado. No me arrepiento. Son cosas que pasan en una guerra. Yo en ese momento pensaba en otras acciones».

			En realidad, el atentado del Valle de los Caídos no era más que una forma de desviar la atención de las autoridades mientras en San Sebastián otro comando acometía el plan más ambicioso de Defensa Interior: matar a Franco. Desde la perspectiva libertaria, relatan Octavio Alberola y Ariane Gransac (2004), era «la acción que se consideraba podría ser decisiva». Miembros de ETA habían trasladado los explosivos por la frontera hispanofrancesa, pero allí terminó su papel en la operación. Los anarquistas colocaron una bomba de unos 20 kilogramos en la cuneta de la cuesta de Aldapeta, en la carretera de San Sebastián a Hernani, para hacerla estallar cuando el dictador subiese al Palacio de Ayete, en el que pasaba parte de las vacaciones de verano. Sin embargo, como aquel año Franco retrasó su llegada a la ciudad y la batería se estaba agotando, el comando decidió detonar el artefacto el 19 de agosto. Según la crónica de ABC, «los daños materiales se redujeron a la rotura de algunos cristales de una villa particular y de un noviciado de monjas en las proximidades del solitario lugar». Horas más tarde se produjeron explosiones en las sedes de los diarios Ya (Madrid), Pueblo (Madrid) y La Vanguardia Española (Barcelona). Dos empleados de este periódico, Rufino Calvo y Jesús Gay Medrano, sufrieron lesiones.

			En septiembre de 1962 las FOP detuvieron a bastantes militantes de Defensa Interior, que fueron acusados de las bombas de aquel verano. Para presionar contra una eventual condena a muerte, el día 28 de septiembre un grupo anarquista italiano secuestró a Isu Elías, vicecónsul honorario general de España en Milán. El rehén recobró la libertad a los cuatro días. Finalmente, un consejo de guerra sentenció a los libertarios a decenas de años de cárcel, pero no a la pena máxima.

			La actividad terrorista de Defensa Interior continuó. El 2 de diciembre de 1962 hubo una explosión en el Gobierno Militar de San Sebastián, que causó daños materiales. El atentado fue reivindicado por el Consejo Ibérico de Liberación, que también reclamó los ataques contra el Colegio de Abogados de Valencia, el Tribunal de Cuentas del Reino en Madrid, el consulado español en Ámsterdam y el Palacio de Justicia de Lisboa.

			En el primer semestre de 1963 Defensa Interior puso bombas en varios aviones de Iberia en aeropuertos tanto del país como de otros puntos de Europa occidental. Uno de los aparatos empezó a arder justo antes de despegar. También fueron atacados el ferri Barcelona-Mallorca, oficinas de Iberia y del CSIC o la Embajada de EE. UU. en la capital de España.

			El 29 de julio de 1963 un comando de Defensa Interior colocó dos artefactos en Madrid. Uno estalló en la Delegación Nacional de Sindicatos, sin causar víctimas. El otro, en el Departamento de Pasaportes de la Dirección General de Seguridad (DGS). En aquella sala había más de 100 personas: 31 de ellas sufrieron heridas de diversa consideración, la mayoría de carácter leve o reservado, pero el pronóstico de dos mujeres fue preocupante. La comadrona Isabel Peña Muñoz estuvo en estado grave. La aprendiz de modista de 16 años Carmen Anguita Abril, gravísimo. Tanto que le llegaron a dar la extremaunción. La bomba había explotado justo debajo de ella. Tenía seccionada parte del pie, todos los dedos abiertos y quemaduras de diverso grado en espalda, torso, brazos y piernas.

			Las FOP arrestaron a dos sospechosos, Joaquín Delgado y Francisco Granado, a los que se incautaron 20,9 kilogramos de explosivo plástico, una granada, una pistola Colt del calibre 45, una metralleta, 89 cartuchos de pólvora negra, dos bengalas, mecha, un radiorreceptor y un transmisor. Tras un consejo de guerra sumarísimo, en el que se les encontró culpables de estos y otros delitos, Delgado y Granado fueron condenados a muerte. Se les ejecutó mediante garrote vil el 17 de agosto de 1963.

			Eran miembros en activo de Defensa Interior que estaban en posesión de un pequeño arsenal, pero tanto sus antiguos compañeros como el periodista Carlos Fonseca (1998) y el historiador Ángel Herrerín (2006) consideran a Joaquín Delgado y Francisco Granado inocentes de la bomba de la DGS. Los dos anarquistas tendrían la misión de preparar la infraestructura para un nuevo intento de asesinato de Franco, esta vez en el paseo de la Florida, junto al Puente de los Franceses, pero nada más. Haciendo patentes los graves problemas de funcionamiento de Defensa Interior, sus correligionarios ni siquiera les habrían informado de que había otro comando operando en Madrid. Cuando se produjo el atentado de la DGS, ni Granado ni Delgado estarían preparados para huir. Esta versión está respaldada por la confesión, realizada décadas después de los hechos, de los verdaderos autores materiales de aquella acción terrorista. Se trataba de otros dos integrantes de Defensa Interior: Sergio Hernández y Antonio Martín Bellido.

			El impacto emocional de la ejecución de Granado y Delgado, los problemas económicos, la falta de medios, los incuestionables fallos de coordinación, la enérgica represión de las FOP, que se valieron de las informaciones facilitadas por un infiltrado policial, y la creciente oposición a la violencia de una parte del movimiento libertario llevaron a Defensa Interior a la inoperancia. A tal coyuntura hay que sumar que, como respuesta a la preparación en su territorio de aquellas acciones terroristas, las autoridades galas ilegalizaron las Juventudes Libertarias y realizaron redadas policiales contra los anarquistas exiliados. Se cumplían así los pronósticos de la corriente más moderada del movimiento.

			En octubre de 1963 Germinal Esgleas y Vicente Llansola fueron elegidos respectivamente secretario general y secretario de coordinación de la CNT, lo que les situaba en los puestos clave de la dirección de Defensa Interior. Irónicamente, ambos eran críticos acérrimos de la violencia que auspiciaba el sector juvenil más radical. No es de extrañar que suspendieran la realización de nuevos atentados, por lo que la actividad del grupo se paralizó. En 1965 el Congreso de Montpellier puso punto y final a la trayectoria de Defensa Interior.

			
BEGOÑA


			Begoña Urroz

			En 2011 se aprobó la Ley de Reconocimiento y Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo, que reconocía a las personas que habían sufrido atentados a partir del 1 de enero de 1960. La fecha venía a sustituir a 1968, que era la que marcaba la anterior normativa. Con tal ampliación se reparaba a la familia de Begoña Urroz Ibarrola. En su recuerdo, el Congreso de los Diputados ya había declarado el 27 de junio como Día de las Víctimas del Terrorismo. La jornada, de ámbito nacional, venía a sumarse al día europeo, el 11 de marzo.

			En diciembre de 2011 el Ministerio del Interior incluyó a Begoña Urroz en la lista oficial de víctimas del terrorismo. Su hermano Jon declaró al Diario de Navarra que «a lo largo de estos años lo hemos llevado como hemos podido. La madre, con una gran fe. La pena es que el padre ya no está con nosotros y no puede “saborear” el reconocimiento». En abril de 2012 el Gobierno concedió a título póstumo a la niña la Gran Cruz de la Real Orden del Reconocimiento Civil.

			[image: ]

			Begoña Urroz Ibarrola.

			Fuente: El País.

			Todas estas iniciativas, que concitaron apoyos casi unánimes, pretendían corregir una situación de desamparo institucional y recuperar la memoria de la que muchos consideraban la primera víctima mortal de ETA. La autoría de esta banda era verosímil. Al fin y al cabo, había asesinado a otros 21 menores de edad y herido a 172. Además, la bomba de Amara de junio de 1960 encajaba con lo que sabemos acerca de su historia inicial: ETA había colocado sus tres primeros explosivos poco antes, en el otoño de 1959. Con todo, no había pruebas sólidas. Obras como las de Alejandro Muñoz (1982) y Xavier Montanyà (2004) apuntaban en otra dirección, al igual que algún documento oficial, como advirtió Santiago de Pablo en El Correo en 2010.

			Ahora bien, tampoco había nada definitivo al respecto. Las últimas dudas no se disiparon hasta que en junio de 2019 el Centro Memorial de las Víctimas del Terrorismo publicó un extenso informe sobre el caso que confirmó que la bomba que había matado a Begoña Urroz llevaba la firma del DRIL. Aquel trabajo nos permite, además, reconstruir lo sucedido el 27 de junio de 1960 y los días siguientes.

			Oficina de Prensa de Euzkadi contó que en la estación de Amara «se hallaba numeroso público en la sala de espera y los cascotes y las llamas alcanzaron a varias personas. La explosión hizo saltar los tabiques del departamento y provocó un incendio en las maletas que allí se hallaban depositadas, debiendo intervenir los bomberos». Sufrieron lesiones seis personas. Una de ellas era Soledad Arruti, la encargada de la consigna de equipajes. Su sobrina nieta, María Begoña Urroz Ibarrola, de 20 meses, quedó gravemente herida.

			Se trataba de la primogénita de un matrimonio originario del pueblo navarro de Beinza-Labayen, que había emigrado a Lasarte en busca de trabajo. El padre, Juan Urroz Gragirena, estaba empleado en la fábrica de electrodomésticos Moulinex. La madre, Jesusa Ibarrola Tellechea, había dejado a la pequeña al cargo de su tía, Soledad Arruti. En 2010 declararía al periodista de El País Jesús Duva que

			yo solía ir a ayudarla para ganarme unas pesetillas. Aquel día dejé a mi niña con ella mientras yo iba a un comercio cercano a comprarle unos zapatitos para ir a Navarra. Cuando volví, había un lío tremendo. ¡Había estallado una bomba! Mi hija estaba abrasada y otras personas, entre ellas mi tía, heridas. Fue horrible.

			Begoña había sido rescatada de entre las llamas por un mozo de servicio exterior de la estación. Ingresó en estado grave en la clínica del Perpetuo Socorro. Sus padres la velaron toda la noche. Los acompañó María Isabel Etayo, la esposa del entonces alcalde de San Sebastián, Antonio María Vega de Seoane Barroso. Según la Hoja del Lunes, esa misma noche

			varios médicos se ocuparon de María Begoña [...]. El martes por la mañana experimentaba una ligera mejoría, para por la tarde recaer nuevamente en la gravedad y en un estado del que los auxilios de la Ciencia no pudieron sacarle. A las once de la noche María Begoña fallecía a consecuencia de las atroces quemaduras y heridas recibidas en la estación de Amara. Resultaron infructuosos los auxilios médicos y no sirvió de nada que el mozo del exterior de la estación, don Emeterio Ríos Gómez, se jugase su propia vida.

			A las 9:00 horas del 30 de junio se celebró el funeral de la niña en la iglesia parroquial de Lasarte. Estuvo presidido por el gobernador civil, José María del Moral Pérez de Zayas, y contó con la asistencia de las principales autoridades provinciales y locales, «sumándose al mismo todo el pueblo lasartearra visiblemente emocionado». El Diario Vasco reprodujo una foto del gobernador civil dándole el pésame al padre de Begoña Urroz. No obstante, la solemnidad del momento estuvo empañada porque, como recuerda su hermana, «aquellos días eran las fiestas del pueblo. Mi madre nos ha contado muchas veces que el día del entierro de la niña salieron de casa con la cajita blanca mientras la gente cantaba y bailaba por las calles».

			Gracias al reportaje de El País, sabemos que, después de enterrar a su hija, la madre de Begoña se tuvo que hacer cargo de la misma consigna de equipajes en la que había explotado la bomba: «Mi tía Soledad estaba herida y no podía trabajar. Así que yo la suplí hasta que se repuso». Los dos hijos supervivientes del matrimonio, Jon y Begoña, quien heredó el nombre de su hermana fallecida, han contado que sus progenitores «sufrieron mucho con la muerte de la pequeñita. A mi padre, eso le quitó media vida. Ella era su niña bonita. Fíjese que era tan así, que poco antes de morir él, hace algo más de un año, nos dijo: “Ahora me voy a encontrar con mi hija”. Mis padres nunca olvidaron ese tremendo mazazo». Por añadidura, el atentado de Amara no sería la última vez que el terrorismo afectó a Jesusa Ibarrola: «Yo tenía una zapatería y dos veces me la destrozaron las bombas que estallaron en una sucursal del Banco Bilbao Vizcaya que había enfrente de mi local».

			Teniendo en cuenta esa circunstancia, la falta de información veraz y la cantidad de atentados (sobre todo de ETA) que sufrió San Sebastián, es comprensible que la familia Urroz-Ibarrola sospechase que la banda estaba detrás de la muerte de la niña. Como relataron a El País:

			al poco tiempo [del atentado], nosotros estuvimos convencidos de que la bomba de Amara la puso alguien de ETA. Y mucha gente también lo pensaba. Pero era algo de lo que nadie hablaba. En aquellos años, nadie hablaba de esas cosas y nosotros decidimos llevar nuestro drama en la intimidad.

			Se trata de una clara muestra del estigma que han sufrido las víctimas del terrorismo en Euskadi. También de la espiral del silencio que, como han estudiado Francisco J. Llera y Rafael Leonisio (2017), ha coartado la libertad de una parte de la ciudadanía vasca. En opinión de Begoña, «años atrás no se hablaba de estas cosas porque era como ponerte en contra de todo el mundo». «En la sociedad en que vivían aquí no se podía hablar. Para mis padres era como un secreto, como una herida, como si encima ellos fueran culpables».

			La familia no solo se tuvo que enfrentar al dolor y al miedo, sino también al desamparo. Las autoridades franquistas habían estado presentes en el funeral de Begoña Urroz, pero hasta ahí llegó su compromiso. Al igual que el resto de las víctimas del terrorismo, la niña y los suyos fueron relegados por la dictadura. Por desgracia, la situación del colectivo tampoco mejoró con la llegada de la democracia. La mayoría de las familias de las víctimas tuvieron que esperar a la Ley de 1999. Algunas, como la de Begoña Urroz, hasta 2011.
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